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Acta N° 360 de julio 29 de 2016
Se decide la acción de tutela promovida por Cristian Vásquez, contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados el Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo.  
ANTECEDENTES

Cristian Vásquez, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, en la que aduce la presunta violación de los derechos “al debido proceso, la igualdad y la debida administración de justicia”, cuya protección depreca, junto con la orden a la funcionaria de admitirla o rechazarla; solicitó, además, se le brinde copia de todo lo actuado; se escanee copia de su tutela y del fallo a su correo electrónico; que la accionada aporte copia de todas las acciones similares que han prosperado en su contra; se ordene aportar copia de este libelo a la acción popular como prueba de aparente mora judicial o renuencia y se informe en derecho si con ello se tipifica aparentemente el artículo 84 de la Ley 472 de 1998.
Dijo en su escrito que presentó la mencionada acción popular, que quedó inscrita en ese juzgado bajo el número de radicación “2016-270”, sin que hasta ahora se haya adoptado alguna decisión. 
Se dispuso el trámite de rigor, con la vinculación del Ministerio Público y de la Defensoría del Pueblo. Durante el traslado, la Procuraduría recordó que su gestión en las acciones populares se limita a la protección de los intereses colectivos. El Juzgado, por su lado, envió las copias pertinentes, de las que se desprende que el día 18 de julio hubo pronunciamiento que da cuenta de la inadmisión de libelo y posterior proveído del 27 de julio que lo rechazó por falta de corrección. 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela fue concebida como un mecanismo ágil y expedito, que le permite a toda persona reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, cuando quiera que ellos resulten violados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos al debido proceso, a la igualdad, y a la “debida administración de justicia” que el accionante estima violentados por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, al no pronunciarse oportunamente sobre la admisión o rechazo de la acción popular antes reseñada. 
   



La situación no amerita mayor análisis en el estado en que se halla el proceso, dado que al revisar las copias que fueron enviadas por el despacho judicial accionado, se advierte que el 18 de julio hubo expresa resolución en el sentido de inadmitir por varios aspectos la respectiva acción popular y luego, con auto del 27 siguiente, se rechazó por no haberse subsanado.




Esto significa que, aunque se excedió el término de tres días para proferir esa decisión, la cuestión ha pasado a un plano diferente que es la carencia actual de objeto, pues se alcanzó el objetivo que aquí se perseguía, que era el de que se le diera impulso a la acción popular, esto es, se superó el hecho que le dio origen. Así se declarará. 
 



En cuanto a que se escanee copia de su tutela y del fallo a un correo electrónico se tiene que de todo lo actuado se le remite efectivamente al mismo. A su costa se ordenará expedir las copias del caso.

 



Por infundadas se negarán las demás pretensiones.
   



Se absolverá a las entidades vinculadas de oficio, por no hallar de su parte trasgresión alguna a los derechos invocados en amparo.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA LA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO, por hecho superado, en la acción de tutela promovida por Cristian Vásquez, contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad.
A costa del interesado expídanse las copias requeridas.

Se niegan las demás pretensiones invocadas.

Se absuelve a las entidades citadas de oficio.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992. 

Si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, si no se requirieran más trámites, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                DUBERNEY GRISALES HERRERA
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